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SOLICITA DECLARACIÓN COSA JUZGADA ÍRRITA 

 

Señor Juez Federal: 

R. Marcelo Molina y Juan Martín Nogueira, fiscal “Ad-hoc” 

integrante de la Unidad Fiscal Federal creada para actuar en los procesos 

por violaciones a los Derechos Humanos ocurridos en la jurisdicción durante 

el período del Terrorismo de Estado, en los autos n° 14000003/2003, 

caratulados “Cicciari, Enrique Armando y otros s/ inf. Art. 144 bis en circ. Art 

142 inc. 1. 2, 3, 5 y otros, denunciante Crous Felix pablo (Comisaría Octava 

de La Plata).”, decimos: 

 

I. Objeto. 

Venimos por el presente a solicitar la declaración de la 

cosa juzgada írrita respecto de la resolución de fecha 3 de noviembre de 

1978, recaída en el marco de la causa 49.566 que tramitó ante el Juzgado 

en lo penal n° 6 de la ciudad de La Plata, hoy acumulada a las presentes 

actuaciones.   

Dicha resolución causa un cuantioso daño tanto a las 

víctimas desaparecidas como a sus familiares, circunstancia apuntada por la 

hija de Caravelos y Swica en su presentación ante esta Unidad Fiscal, la que 

se halla documentada en el acta que se acompaña. 

La mencionada causa se formó luego del pretenso 

accidente automovilístico que se denunciara respecto de Jorge Caravelos y 

Lucía Mirta Swica, habiéndose sindicado al primero como imputado penal del 

fallecimiento de la segunda persona nombrada. La decisión que se cuestiona 

declaró la extinción de la acción penal por el fallecimiento del indicado como 

imputado Jorge Caravelos.  

Lo que discute esta parte estriba en la total discordancia 

que tiene la mentada decisión judicial con relación a la realidad de los 

hechos acaecidos respecto de las personas mencionadas, y la afrenta que 

ello significa para tales personas como para sus familiares, en particular, su 

única hija Sofía Caravelos, y allegados.  

Así, de las propias investigaciones suscitadas en la época, 

como las realizadas más recientemente en esta jurisdicción, queda 
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evidenciado y demostrado que Jorge Caravelos y Lucía Mirta Swica fueron 

un matrimonio que resultó víctima de la última dictadura cívico-militar 

sucedida en nuestro país, padeciendo la privación ilegal de libertad, la 

tortura y el asesinato, siendo inhumados como NN, tal como era la práctica 

del sistema desaparecedor imperante. 

En tal orden, el mantenimiento como acto jurisdiccional 

válido de la sentencia que ubica a Jorge Caravelos como imputado del 

homicidio de su esposa Lucía Mirta Swica lesiona el derecho a la memoria y 

al honor de tales personas, aspectos que sobreviven a pesar de su 

desaparición física,  requiriéndose de la Justicia una definición que encarrile 

la situación en la realidad de lo acontecido a fin de que el derecho no quede 

subordinado a una ficción perversa. 

En la misma perspectiva, consideramos que esta 

anomalía jurídica lesiona el derecho a la Verdad y a la Justicia de sus 

familiares, en particular, su única hija Sofía Caravelos, y allegados, siendo 

ello un claro agravio al derecho que tienen a la debida reparación que 

emana de las convenciones internacionales a las que el Estado argentino se 

ha comprometido a respetar.  

En suma, consideramos que la revocación de la cosa 

juzgada que se solicita es un medio eficaz y pertinente para reparar los 

derechos aludidos, siendo una modalidad concreta y adecuada para 

satisfacer el reclamo de los familiares y allegados de Jorge Caravelos y Lucía 

Mirta Swica. 

A su vez, ello concita un acto procesal que beneficia el 

progreso de la causa penal que se sigue aquí contra los responsables de los 

hechos, debiendo reconducirse en estos obrados lo que fuera objeto de la 

causa donde se dictara la resolución que aquí se cuestiona, debiendo 

recaratularse las actuaciones que se cuestionan como Jorge Caravelos y 

Lucía Mirta Swica víctimas de homicidio y otros delitos.     

En lo que sigue expondremos los antecedentes y los 

fundamentos legales en los que basamos nuestro pedido.  

 

II. Antecedentes. 

II.a.  La presente causa, que versa sobre el accionar del 

terrorismo estatal en la Comisaría Octava de La Plata, tuvo su inicio en la 
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denuncia del entonces fiscal a cargo de esta unidad, Dr. Félix Pablo Crous. A 

partir de la presentación del Dr. Crous se han adunado elementos de prueba 

que han dado lugar a distintas peticiones de este ministerio público que han 

tenido como corolario la citación a prestar indagatoria y el procesamiento –

ya confirmado por la sala II de la Cámara Federal de Apelaciones de esta 

ciudad- de muchos de los responsables del accionar represivo en dicho 

centro de detención.  

Dos de las víctimas sobre las que trata dicho auto de 

mérito son Jorge Caravelos y Lucía Mirta Swica quienes habían sido 

secuestrados el 18 de mayo de 1978 en la calle, tras lo cual permanecieron 

en el CCD La Cacha hasta que fueron trasladados a la Comisaría Octava -19 

de junio de 1978- desde donde por orden del área operacional 113 se les 

“otorgó la libertad”  -20 de julio de 1978- (ver actas de ingreso y egreso 

remitidas el Jefe de la URVI, Comisario Inspector Juan Fiorillo, fojas 43/51 

de la causa 49566) 

Los cuerpos de ambos aparecieron dentro de un vehículo 

fiat 125 en llamas a la vera de la ruta provincial 53, el 21 de julio de 1978 a 

las 4.30 horas en lo que pretendía ser un accidente automovilístico.  

Jorge y Lucía habían sido militantes políticos, estuvieron 

detenidos entre 1972 y 1973 en Córdoba, pero para la fecha de su última 

detención ninguno continuaba con la actividad política. 

Lo que queda evidenciado en esta causa y otras 

actuaciones sobre el particular, es que Jorge y Lucía fueron víctimas del 

sistema concentracionario y desaparecedor que existió en esa época, y que 

el desenlace fatal que terminó con la vida de ambos, donde se los hace 

aparecer como liberados y muertos en un accidente automovilístico, no fue 

más que uno de los artilugios utilizado en aquellas épocas para desaparecer 

la verdad de lo acontecido, a través de la simulación y falsificación de 

hechos, lo que se relaciona con su entierro como NN en clave con otra de 

las prácticas atinentes a la desaparición de los cuerpos con el objetivo de 

imposibilitar averiguar el destino de las personas asesinadas.  

II. b. La decisión que se cuestiona y cuya revocación se 

pide fue dictada en el expediente 49.566 de la justicia ordinaria que fue 

caratulado “muerte por accidente y homicidio culposo”, que integra y forma 

parte de las presentes actuaciones (fojas 1930 del principal).  
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Conforme a las constancias que obran allí, la misma tuvo 

inicio con el siniestro vial en el que fallecieron dos personas, una mujer y un 

hombre, en la madrugada del 21 de julio de 1978. Además de los cuerpos 

que fueron hallados en el interior de un vehículo fiat 125 en llamas, en los 

alrededores y a salvo del fuego, fueron encontrados un carnet de conducir a 

nombre de Jorge Caravelos, un par de anteojos y un mocasín.  

En esa causa se pidieron diversas informaciones sobre los 

antecedentes de Jorge Caravelos y la Unidad Regional La Plata remitió una 

profusa respuesta (ver fojas 38/51) en la que, además de adjuntar los 

antecedentes de Caravelos y su esposa por actividad subversiva en los que 

consta la detención anterior sufrida en Córdoba (1972/1973), manifestaba 

que tanto Jorge Caravelos como Lucía Mirta Swica habían sido detenidos por 

autoridades militares, quedando privados de la libertad en la comisaría 

octava entre el 19 de junio y el 20 de julio de 1978 a las 11 horas, momento 

en el que se les concedió la libertad por orden del área operacional 113 (se 

adjuntaron copias de las actas de ingreso y egreso de la dependencia 

policial). 

Posteriormente fue dictada la sentencia que aquí se 

cuestiona. Así, con fecha 3 de noviembre de 1978, el juez a cargo de la 

instrucción, Carlos Alberto Mayón, dispuso la extinción de la acción penal en 

la causa “que se le siguiera a NN masculino o Caravello Jorge por homicidio 

culposo del que resultara víctima NN femenino en la localidad de Fcio. 

Varela.” (fojas 79) 

Asimismo cobra relevancia la causa por el supuesto robo 

del vehículo en el que se hallaron ambos cuerpos, que llevó el nro. 49567 y 

fue sobreseída provisoriamente en la misma resolución del 3 de noviembre 

de 1978.  

El dueño del fiat 125, un policía retirado de apellido 

Palmieri, denunció que se lo habían sustraído el 20 de julio a las 12 de la 

noche, y que escuchó como uno de las personas que participaban del hecho 

decía “la pucha, este Jorge” 

II. c. Como vemos, y a pesar de las constancias que 

apuntaban a que Jorge Caravelos y su compañera Lucía Mirta Swica habían 

sido detenidos por autoridades militares y que habían permanecido en esa 

condición al menos hasta las 11 horas del día anterior a la aparición de dos 
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cuerpos en lo que aparentaba ser un siniestro vial, se resolvió continuar la 

causa poniendo a Jorge Caravelos en el rol de imputado de homicidio y a su 

mujer Lucía como víctima del mismo, resolviéndose la extinción de la acción 

penal por muerte del primero.  

Vale resaltar también que la madre de Lucía –Ana 

Wasiunec de Swica-  interpuso un habeas corpus el 24 de julio de 1978 ante 

el mismo juez Mayon en donde se detallaba la desaparición de su hija Lucía, 

siendo dicha acción rechazada al día siguiente (ver causa 44200, agregada 

por cuerda a través de decreto de fojas 1930). 

II.d. A ello se suma todo el cúmulo de pruebas y 

constancias de esta investigación que demuestra que Jorge Caravelos y 

Lucía Mirta Swica fueron víctimas de privación ilegal de libertad, tormentos y 

homicidio.  

Así el libro de registro de entradas y salidas de detenidos 

de la comisaría Octava se encuentran asentados a fojas 40 con los números 

53 y 54, con ingreso el 19/6/78 a las 11.50 procedentes y a disposición del 

área operacional 113 y con salida en libertad el 20/7/78 a las 11.10, 

observaciones: ejército. 

También consta en el libro de partes de novedades de la 

oficina de guardia de la comisaría surge que el 19/6/78 a las 11.50 horas “se 

hace presente una comisión del comando radioeléctrico dejando alojados en 

esta dependencia en calidad de detenidos a disposición del PEN a los 

ciudadanos LUCÍA SWICA y JORGE CARAVELOS” (fojas 233 del tomo que 

comprende el período 29/4/1978 al 3/7/1978) 

Asimismo, Jorge Illodo declaró haber compartido 

cautiverio con ambos en la Comisaría Ocatava y relató que Caravelos le dijo 

que venía del CCD “La Cacha”. 

 

III. Sobre el derecho a la reparación de las 

víctimas.  

En primer lugar cabe señalar que la obligación de reparar 

es una derivación de la obligación de garantía de los derechos, establecida 

por el art. 1.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, la misma 

en la que se asienta la obligación de investigar, enjuiciar y castigar, en su 

caso, a los perpetradores de determinados crímenes internacionales.  
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En ese orden, y tal como lo ha establecido la Corte I.D.H, 

esta obligación de garantía implica el deber de los Estados Partes de 

organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras 

a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera 

tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de 

los derechos humanos.  

Como consecuencia de esta obligación, los Estados deben 

prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos 

por la Convención y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del 

derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por 

la violación de los derechos humanos.  

Si el aparato del Estado actúa de modo que tal violación 

quede impune y no se restablezca, en cuanto sea posible, a la víctima en la 

plenitud de sus derechos, puede afirmarse que ha incumplido el deber de 

garantizar su libre y pleno ejercicio a las personas sujetas a su jurisdicción 

(Corte I.D.H, "Almonacid Arellano vs. Chile", sentencia del 26 de septiembre 

de 2006, párr. 110; en igual sentido "Velazquez Rodriguez", sentencia del 29 

de julio de 1988, serie C, n 4, párr. 166; "Godinez Cruz", sentencia del 

29/11/1989, serie C, n 5, párr. 175; «Gelman» contra el Estado de Uruguay, 

de fecha 24 de febrero de 2011).  

En tal sentido cabe colegir que la obligación de reparar se 

encuentra regida por el Derecho Internacional en su alcance, naturaleza, 

modalidades, y determinación de los beneficiarios y, por ende, un Estado no 

puede alegar su estructura federal o su Derecho interno para incumplir con 

esta obligación internacional. 

Siempre en el esquema legal aludido, cabe mencionar 

que el ordenamiento internacional regula específicamente lo que se conoce 

como el derecho de las víctimas a la reparación. 

Así, la Asamblea General de las Naciones Unidas, 

mediante la resolución 40/34 del 29/11/1985, aprobó la "Declaración sobre 

los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y Abuso 

de Poder", estableciendo en su puntos 4 y 5 que "Las víctimas serán  

tratadas con compasión y respeto por su dignidad. Tendrán derecho al 

acceso a los mecanismos de la justicia y a una pronta reparación del daño 

que hayan sufrido, según lo dispuesto en la legislación nacional... Se 
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establecerán y reforzarán, cuando sea necesario, mecanismos judiciales y 

administrativos que permitan a las víctimas obtener reparación mediante 

procedimientos oficiales u oficiosos que sean expeditos, justos, poco 

costosos y accesibles. Se informará a las víctimas de sus derechos para 

obtener reparación mediante esos mecanismos. 

 También, y de manera más específica, la resolución 

60/147 aprobada por la Asamblea General el 16 de diciembre de 2005, 

estableció los "Principios y directrices básicos sobre el derecho de las 

víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de 

derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 

humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones", se establece en 

el capítulo IX. Reparación de los daños sufridos punto 15. el derecho de las 

víctimas a "Una reparación adecuada, efectiva y rápida tiene por finalidad 

promover la justicia, remediando las violaciones manifiestas de las normas 

internacionales de derechos humanos o las violaciones graves del derecho 

internacional humanitario. La reparación ha de ser proporcional a la 

gravedad de las violaciones y al daño sufrido. Conforme a su derecho 

interno y a sus obligaciones jurídicas internacionales, los Estados 

concederán reparación a las víctimas por las acciones u omisiones que 

puedan atribuirse al Estado y constituyan violaciones manifiestas de las 

normas internacionales de derechos humanos o violaciones graves del 

derecho internacional humanitario. Cuando se determine que una persona 

física o jurídica u otra entidad está obligada a dar reparación a una víctima, 

la parte responsable deberá conceder reparación a la víctima o indemnizar al 

Estado si éste hubiera ya dado reparación a la víctima..."  

De la reiterada y constante jurisprudencia de la Corte 

Interamericana queda claro que las reparaciones son las medidas que 

tienden a contrarrestar de modo razonable, los efectos de las violaciones 

cometidas, en tanto que su naturaleza y monto quedan definidos en orden 

al daño ocasionado (ya sea material o inmaterial) y en relación directa con 

las violaciones de DH cometidas (Corte I..D.H Vargas Areco vs. Paraguay, 

Serie C, Nº 135 pp. 139, 26 de septiembre de 2006; Cesti Hurtado vs. Perú, 

Serie C, Nro 78, pp35-37, 31 de mayo de 2001; Suarez Rosero vs. Ecuador, 

Serie C, Nro. 44, p. 41, 20 de enero de 1999). 
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También ha señalado que "la infracción de una obligación 

internacional requiere, siempre que sea posible, una plena restitución 

(restitutio in integrum), la cual consiste en el restablecimiento de la situación 

anterior (Barrios Altos v. Perú, C, Nro 87, p. 25, 30 de noviembre de 2001, 

Velazquez Rodriguez v Honduras, C, Nro 7, p. 26, sentencia del 21 de julio 

de 1989).  

En un plano ideal, lo deseable sería restituir las cosas al 

estado que guardaban antes de que la violación ocurriera. Sin embargo, esta 

restitución en la generalidad de los casos es irrealizable o imposible, porque 

los resultados de la violación de derechos fundamentales, a la vez que 

constituyen un imborrable dato de la experiencia, generalmente concitan 

perjuicios que no dejaran de existir en la vivencia de cada víctima.  

Por ello es aceptado en la jurisprudencia interamericana 

que, a ese ideal de integridad restitutoria, se agregue la eficacia resarcitoria 

por la vía de la reparación de las consecuencias de la infracción, bajo 

distintas modalidades abiertas a cada situación, y, en su caso, el pago de 

indemnizaciones como compensación por los daños patrimoniales y 

extrapatrimoniales causados (CIDH, Casos Velásquez Rodríguez, 

Indemnización compensatoria, cit., y Godínez Cruz, Indemnización 

compensatoria, Sentencia de 21 de julio de 1989 (art. 63.1 Convención 

Americana sobre Derechos Humanos. Serie C No. 8A párr. 24) 

En tal sentido, la Corte Interamericana ha puntualizado 

que la restitutio in integrum es un modo de reparar, pero no el único, 

precisamente porque en numerosos casos deviene, ella misma, 

impracticable en función de la naturaleza de los daños irrogados (CIDH, 

Caso Aloeboetoe Reparaciones, Sentencia de 10 de septiembre de 1993) 

Nuestro país debe atenerse a la jurisprudencia que 

emana de la Corte Interamericana de Derechos Humanos a riesgo, en caso 

contrario, de incurrir en graves responsabilidades internacionales (ver el 

citado caso “Arancibia Clavel”, sobre todo los votos de los Ministros 

Petracchi y Maqueda que efectúan un rico tratamiento de la cuestión). 

En este orden de ideas, la Corte Interamericana ha dicho 

en forma reiterada, a la luz de las obligaciones generales consagradas en los 

artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, los Estados Partes tienen el 

deber de tomar las providencias de toda índole para que nadie sea sustraído 
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de la protección judicial y del ejercicio del derecho a un recurso sencillo y 

eficaz, de acuerdo con los artículos 8 y 25 de la Convención.  

 

IV. Sobre el daño que se evidencia en el caso y la 

modalidad reparatoria más adecuada.   

Pues bien, dentro de la lógica reparatoria antes esbozada, 

el camino debe comenzar por establecer cuál es el daño que vemos 

demostrado como consecuencia de la situación antes desarrollada.   

La naturaleza y las características de la violación o lesión 

de derechos es lo que va a determinar los alcances de la reparación, razón 

por la cual la forma de reparar un daño puede adquirir modalidades 

específicas que varían en función de la lesión producida. 

Sin desmedro de que el daño es omnicomprensivo de un 

sinnúmero de situaciones y circunstancias que imposibilitan una captación 

plena dentro de las posibilidades que brinda un proceso de las 

características del que aquí desarrollamos, si podemos establecer un punto 

común que sintetiza gran parte de los perjuicios provocados. 

En nuestro caso y en la situación apuntada, lo que vemos 

claramente demostrado es el daño a la memoria y el honor de las víctimas 

asesinadas. 

Bajo la misma óptica entendemos que el mantenimiento 

de tal decisorio profundiza el dolor de la única hija de las víctimas, Sofía 

Caravelos, otros familiares y allegados, lesionando sus derechos a la Verdad 

y a la Justicia, en la medida que su permanencia sin más en las presentes 

actuaciones judiciales significa una intolerable y agraviante falacia que 

puede ser remediada en el marco de este mismo expediente que estamos 

tramitando.  

En tal orden entendemos que revocación de lo allí 

decidido, y la reconducción en el objeto de las presentes actuaciones, tiene 

un sentido reparador de indudable trascendencia, poniendo las cosas en su 

lugar y en su justo orden.  
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V. Sobre la cosa juzgada írrita en materia de 

delitos de lesa humanidad. 

De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte  

Interamericana de Derechos Humanos antes aludida, receptada por nuestra 

Corte Suprema, recae sobre el Estado nacional el deber de reparar a las 

víctimas de violaciones a los derechos humanos, hacer cesar las 

consecuencias de tales violaciones, y sancionar a los responsables de las 

mismas. 

En ese sentido, la extinción de la acción penal decretada 

en la causa 49.566 adunada en la presente, donde se responsabiliza a una 

de las víctimas por la muerte de otra, soslayándose las circunstancias 

previas y el contexto que claramente puede advertirse sobre su condición de 

víctimas, no puede mantenerse so pena de violentar los derechos de las 

víctimas y el deber de reparación del Estado, debiendo la misma revocarse y 

reconducirse en el objeto de la presente investigación donde se investiga y 

juzga precisamente los hechos que padecieron Jorge Caravelos y Lucía Mirta 

Swica en su condición de víctimas de terrorismo de Estado.   

Frente a ello podría alegarse la existencia de cosa 

juzgada y la consecuente barrera constitucional del ne bis in idem. Empero, 

y tal como viene resaltándose en la presente existen razones más que 

suficientes para revocar dicho estado procesal, por resultar contrario el 

orden público internacional, y, sobre todo, como medida de reparación de la 

memoria, el honor, la verdad y la justicia de las víctimas de crímenes contra 

la humanidad.  

En orden al instituto de la cosa juzgada conviene 

empezar señalando, siguiendo a Hitters, que: “la cosa juzgada tiene un 

fundamento de política jurídica; el principio de la inmutabilidad de los 

decisorios judiciales no hace a la esencia del derecho, está previsto por 

razones contingentes y esas mismas fundamentaciones pueden en 

determinadas ocasiones aconsejar la necesidad variar el criterio”. 

Y prosigue: “Las hipótesis de revisión, dice Calamandrei, 

son un ejemplo típico de la excepción al principio de inalterabilidad de la res 

iudicata”. 

Más adelante, concluye el autor que venimos citando 

que: “...los preceptos normativos, en los que obviamente incluimos a la 
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sentencia, son por naturaleza derogables, modificables....Obviamente, ante 

la necesidad de darle seguridad y certeza a las decisiones jurisdiccionales, se 

ha dispuesto normativamente la prohibición de derogación de los preceptos 

individuales dictados por los jueces; pero esta limitación, como vimos, no es 

absoluta ni altera la esencia de éstos que sigue siendo mutable”. 

Y finaliza: “Si ello es así, será más fácil admitir en nuestro 

derecho la pretensión autónoma de revisión de la cosa juzgada, aún sin 

autorización legislativa (v. Hitters, Juan Carlos, “Revisión de la cosa 

juzgada”, Librería Editora Platense, La Plata, 2001, pags. 137/138). 

En este sentido, dice Chiovenda que la autoridad de la 

cosa juzgada “no es absoluta y necesaria sino establecida por 

consideraciones de utilidad y oportunidad, de tal manera que estas mismas 

consideraciones pueden aconsejar su sacrificio, para evitar el desorden y el 

mayor daño que se derivaría de la conservación de una sentencia 

intolerablemente injusta” (v. Chiovenda, Instituciones de Derecho Procesal 

Civil, trad. Gómez Orbaneja, 1ra. ed. , Revista de  Derecho Privado, Madrid, 

V.II, pag. 50). 

La tradicional jurisprudencia de la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación en esta materia también ha entendido que no es de la 

esencia de la cosa juzgada la inmutabilidad, admitiendo supuestos en los 

que tal carácter cede, es decir, en términos de Hitters, casos en los que se 

evidencia la inmutabilidad relativa de la cosa juzgada (v. fallos:254:320; 

279:59; 281:421; 283:66, entre muchos otros). 

En concreto, el Alto Tribunal ha sostenido que "...la 

institución de la cosa juzgada, como todas las instituciones legales, debe 

organizarse sobre bases compatibles con los derechos y garantías 

constitucionales..." y que "sin duda para la validez de la cosa juzgada se 

requiere su compatibilidad con la garantía de la defensa en juicio. Por esa 

razón como enseña la teoría procesal no a toda sentencia judicial puede 

reconocérsele fuerza de resolución inmutable sino sólo aquellas que han sido 

precedidas de un proceso contradictorio, en el que el vencido haya tenido 

adecuada y sustancial oportunidad de audiencia y prueba..." (Fallos 238:18 

y 255:162).  

Y aún más, estableció que "...no puede invocarse tal 

principio cuando no ha existido un auténtico y verdadero proceso judicial, ni 
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puede aceptarse que, habiendo sido establecida la institución de la cosa 

juzgada para asegurar derechos legítimamente adquiridos, cubra también 

aquellos supuestos en los que se reconoce que ha mediado sólo un remedo 

de juicio que concluye con una resolución dictada en obediencia de órdenes 

impartidas por el Poder Ejecutivo, provincial o nacional..." (Fallos 279:54). 

   V.2. Aceptado que la inmutabilidad de las sentencias 

judiciales no es de la esencia de las mismas, estimo que existen sólidas 

razones para considerar, como más arriba se dijo, que la decisión que 

declaró extinguida la acción penal respecto de “NN o Jorge Caravello” no 

puede mantenerse.  

Una resolución judicial que viola obligaciones 

internacionales del Estado o vulnere derechos humanos protegidos 

internacionalmente, no puede invocarse con el carácter de inmutabilidad que 

otorga el instituto jurídico de la res judicata.  

Además, y esto es lo esencial de nuestro planteo, el 

mantenimiento de una decisión de estas características lesiona los derechos 

a la memoria y al honor de Jorge Caravelos y Lucía Swica, como asimismo el 

derecho a la Verdad, Justicia y a una debida reparación de sus familiares y 

allegados.  

No puede hablarse de una cosa juzgada válidamente 

conformada si la decisión ignoró las reglas del derecho internacional de los 

derechos humanos, vigentes en aquel momento, y superiores a las normas 

de derecho interno, pues ello resulta contrario precisamente al orden público 

internacional, pudiendo importar la responsabilidad internacional del Estado 

argentino. 

En el caso “VAÑEK, ANTONIO Y TORTI, JULIO S/ 

INCONSTITUCIONALIDAD”, de 8 de julio de 2005, la Cámara Nacional en lo 

Criminal y Correccional Federal de la Ciudad de Buenos Aires, al declarar la 

inconstitucionalidad del decreto 1002/89 sostuvo que: “ El instituto jurídico 

de la cosa juzgada constituye una garantía judicial estrechamente enlazada 

con el principio non bis in idem, pero su análisis no puede ser elemental, 

formal, superficial y automático sino fruto del examen sustancial y de fondo, 

debidamente tamizado por el filtro de las pautas internacionales. En ese 

sentido, la validez de ese instituto esta subordinada y condicionada al 

cumplimiento de los requisitos y la observancia de los estándares sobre el 
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debido proceso o proceso justo. de allí que la intangibilidad de la cosa 

juzgada este condicionada a que la decisión judicial a la que se le quiere 

atribuir tal cualidad sea el resultado de un proceso ante un tribunal 

independiente, imparcial y competente y de un procedimiento con la 

observancia de las garantías judiciales”.  

El mismo Tribunal,  en el caso “Crespi, Jorge Raúl y otros 

s/ falta de acción y nulidad”, de 13 de julio de 2004, expresó que: “La 

consideración de los hechos como crímenes contra la humanidad acarrea 

toda una serie de consecuencias que, desde ya, resultan aplicables al 

presente caso. En primer término, la prohibición de esta categoría de 

crímenes es considerada parte del ius cogens, es decir, son normas 

imperativas de derecho internacional general aceptadas y reconocidas por la 

comunidad internacional de Estados como normas que no admiten acuerdo 

en contrario y que sólo pueden ser modificadas por normas ulteriores de 

derecho internacional general del mismo carácter (artículo 53 de la 

Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados). Este carácter de ius 

cogens que posee la prohibición de los crímenes contra la humanidad 

genera para los Estados obligaciones erga omnes, entre las cuales se 

destacan la inderogabilidad de las prohibiciones, la responsabilidad penal 

individual frente al derecho internacional por la comisión de dichos crímenes, 

la obligatoriedad de su juzgamiento (que se traduce en la fórmula aut 

dedere aut iudicare), la inaplicabilidad de reglas de prescripción, la 

inoponibilidad de inmunidades personales incluyendo las de los jefes de 

Estado, la inoponibilidad de la defensa de Obediencia Debida y el principio 

de jurisdicción universal (ver Bassiouni, M. Cheriff, "International Crimes: 

Jus Cogens and Obligatio Erga Omnes", en “Law and Contemporary 

Problems”, Fall 1996, p . 73)”.                                                               

VI. Sobre el efecto práctico de la revocación 

solicitada. 

Tal como adelantáramos más atrás, el sentido reparador 

aquí propiciado se proyecta a su vez sobre progreso de estas actuaciones, 

en la medida que significa reconducir una situación anómala claramente 

relacionada con el objeto de esta causa.   

En tal sentido, la revocación que se solicita, a la vez que 

repara, concita a su vez un acto procesal que beneficia el progreso de la 
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causa penal que se sigue aquí contra los responsables de los hechos, 

debiendo reconducirse en estos obrados lo que fuera objeto de la causa 

donde se dictara la resolución que aquí se cuestiona, lo cual coadyuva a 

garantizar el derecho a la Verdad y a la Justicia.     

En tal orden, lo que fuera objeto de la causa donde se 

dictara la resolución que aquí se cuestiona, deberá recaratularse como Jorge 

Caravelos y Lucía Mirta Swica víctimas de homicidio y otros delitos.     

 

VII. Petitorio. 

En consecuencia, a V.S. solicito: 

1. Se tenga por presentado el escrito y por acompañada 

el acta de comparecencia de la Sra. Caravelos a esta Unidad Fiscal; 

2. Se declare la cosa juzgada írrita respecto de la 

resolución de fecha 3 de noviembre de 1978, recaída en el marco de la 

causa 49.566 que tramitó ante el Juzgado en lo penal n° 6 de la ciudad de 

La Plata, hoy acumulada a las presentes actuaciones (Art. 75 inc. 22 CN; 

Arts. 1.1, 2, 8 y 25  de la Convención Americana de Derechos Humanos; 

Res. 40/34 Asamblea General de las Naciones Unidas "Declaración sobre los 

Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y Abuso de 

Poder", puntos 4 y 5 y Res. 60/147 aprobada "Principios y directrices básicos 

sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas 

internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho 

internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones", 

capítulo IX. Reparación de los daños sufridos,  punto 15).  

3. Se reconduzca en estos obrados lo que fuera objeto de 

la causa 49.566 que tramitó ante el Juzgado en lo penal n° 6 de la ciudad 

de La Plata, donde se dictara la resolución que aquí se cuestiona, debiendo 

recaratularse tales actuaciones que se cuestionan como Jorge Caravelos y 

Lucía Mirta Swica víctimas de homicidio y otros delitos. 

Unidad Fiscal, de agosto de 2017. 


